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DETERIORO DEL ESTADO BENEFACTOR 
EN ESTADOS UNIDOS 
ELAINE LEVINE* 
Al presentar un trabajo sobre el deterioro del Estado Benefactor estadouni-
dense para este Seminario "Mito y Realidad de la Declinación de los Estados 
Unidos de América" bien podríamos o deberíamos llamar a nuestra interven-
ción "Mito y Realidad del Estado Benefactor de Estados Unidos". Tal vez el 
primer mito al respecto es el de que haya existido realmente alguna vez un 
estado benefactor en dicho país y el segundo mito es que tal aparato fue 
desmantelado completamente durante la década de los ochenta bajo la adminis-
tración de Ronald Reagan. No es posible desmantelar algo que nunca existió. 
Un estado benefactor que pretenda suplir aún las carencias más elementa-
les de los sectores necesitados de la población no es parte ni de la ideología ni 
de la cultura política de Estados Unidos. La ética protestante tan firmemente 
arraigada en la conciencia nacional dicta que la pobreza es culpa de los pobres, 
sobre todo en un país tan rico donde, de acuerdo con esa postura, quien se 
esfuerza decididamente para salir adelante lo puede hacer. De manera que 
ningún programa gubernamental-empezando con las medidas delNew Deal, 
hasta los programas con metas tan ambiciosas como las anunciadas por el 
presidente Johnson en la década de los sesenta- supuestamente encaminado 
a eliminar la pobreza, ha sido lo suficientemente radical y profundo para hacerlo. 
No obstante todos los efectos negativos de las políticas puestas en marcha 
por la administración Reagan, continuadas por la de George Bush, y particu-
larmente las repercusiones terribles que tuvieron estas políticas para los 
sectores más necesitados y desamparados de la población -de las que dan fe 
los aumentos en la incidencia de la pobreza y en el número de personas 
quienes literalmente habitan las calles de las grandes ciudades por carecer de 
un hogar- los lineamientos generales, la orientación fundamental y la estruc-
tura básica del gasto social gubernamental estadounidenses permanecieron 
intactos. De hecho son casi los mismos que han imperado en este ámbito desde 1935. 
Estados Unidos fue de los últimos países industrializados de Occidente en 
poner en ejecución programas asistenciales a nivel nacional. Fue solamente 
a raíz de la catástrofe de 1929 y de la ineficacia de los mecanismos, hasta 
entonces aceptables, para enfrentarse a la nueva situación económica de la 
depresión generalizada, que se empezó a modificar la concepción del papel del 
Estado. Con la llegada de Franklin D. Roosevelt a la Casa Blanca en 1933 se 
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abrió paso por primera vez a una participación más activa del gobierno federal 
en ciertos aspectos de la vida económica, antes reservados para la actuación 
de los gobiernos estatales y locales de aquel país. En particular, se avanzó en 
abrir un campo de participación federal en los ámbitos de la reglamentación, 
la regulación y la asistencia social, para así amortiguar los excesos de la 
competencia capitalista. 
En mayo de 1933 fue aprobada la Federal Emergency Relief Act, la Ley de 
Ayuda Federal de Emergencia. Con esta legislación, el gobierno federal asu-
mió por primera vez la tarea de aliviar las penurias de los desempleados. Para 
iniciar el programa se otorgaron 500 millones de dólares de fondos federales 
para que los gobiernos estatales pusieran en práctica dicha ayuda. Aun 
cuando la idea central era el establecimiento de programas de emergencia 
de trabajo en obras públicas, también hubo pagos directos en efectivo sin que 
mediara ninguna labor. Se estima que esta asistencia federal llegó a unos 
20 millones de personas y significó una erogación de alrededor de 4,000 
millones de dólares.1 Pero como su nombre indica, la ayuda a los desempleados, 
al igual que muchas otras medidas de los primeros años de la administración 
Roosevelt, fue concebida y ejecutada como una medida estrictamente transi-
toria. La mayoría de estas disposiciones de emergencia fueron establecidas 
con fecha de vencimiento y aún así varias de ellas fueron declaradas anticons-
titucionales por la Suprema Corte. A pesar de su carácter temporal, la amplitud 
de la ayuda federal provocó la resistencia de los empresarios, quienes veían a 
este tipo de medidas como una interferencia indebida en el mercado laboral 
que afectaba el nivel de los salarios. El conflicto entre las demandas 
populares, que no pudieron ser ignoradas dada la gravedad de la crisis 
económica a mediados de la década de los treinta, y la oposición de 
los empresarios, junto con el juicio del propio Roosevelt de que el gobierno 
federal no debía de avocarse de manera permanente a la "beneficencia", dieron 
lugar en 1935 a la aprobación de la Social Security Act, la Ley de Seguridad Social. 
El sistema de seguridad social que existe hoy en día en los Estados Unidos 
tiene como piedra angular la legislación de 1935. Con dicha ley se estableció el 
sistema de pensiones por jubilación administrado por el gobierno federal que 
comúnmente se conoce como "social security", financiado con las cotizaciones por 
partes iguales de patrones y empleados, y que actualmente incluye a más del 
90 por ciento de la fuerza laboral. Al mismo tiempo, se crearon los mecanismos 
que estimularon y obligaron a los estados a implantar sus propios sistemas de 
seguro de desempleo, de acuerdo con ciertos requisitos y normas federales, y 
financiados por un impuesto sobre las nóminas de las empresas. 
Además, se otorgó financiamiento federal complementario a los estados 
para la asistencia directa a mujeres solas con hijos que no tenían otra fuente 
de sostenimiento, el que comúnmente se conoce como "welfare", y ayuda para 
los niños minusválidos, los débiles mentales y los ciegos. También el gobierno 
federal proporcionaría financiamiento a los estados para diversos proyectos 
1 TRA TINER,Walter l., From Poor I mo Jo Welfare Sta te., The Free Press, Macmillan Co., New York, 
1974, pp. 2::11-233. 
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de salud pública. Sólo fue a partir de la Social Security Act que la seguridad 
social y el asistencialismo, aunque éste último en menor medida, fueron 
reconocidos plenamente como asuntos de competencia del gobierno federal. 
De hecho, el establecimiento de un seguro de jubilación por parte del 
gobierno federal y la exigencia y reglamentación federal de los seguros 
de desempleo estatales, a partir de entonces, han sido más aceptables para 
los estadounidenses que las medidas de asistencia pública directa, tomadas al 
mismo tiempo para otros grupos de la población los cuales no necesariamente 
hayan sido anteriormente trabajadores. Mientras que el social security y poste-
riormente (en 1965) el Medicare, un seguro federal de gastos médicos para los 
jubilados, fueron plenamente asimilados a la cultura política y económica 
estadounidenses como derechos de cualquier ciudadano que haya trabajado 
lo suficiente para asegurar estos beneficios para él y su familia, la legitimidad 
social del seguro de desempleo es un poco más ambigua. Aun cuando 
es sabido que generalmente las causas del desempleo son económicas y 
sociales, y rebasan las capacidades del individuo para modificarlas, subyace 
en el juicio popular la culpabilidad personal. De hecho, el desempleado 
que permanece así durante mucho tiempo pierde su legitimación social y 
también el pago del seguro de desempleo, cuya duración está legalmente 
limitada en la mayoría de los estados a veintiséis semanas en condiciones 
económicas normales. 
Indiscutiblemente el weljare, es decir, la ayuda monetaria directa por parte 
del gobierno a receptores que pueden demostrar su necesidad de acuerdo con 
ciertos requisitos, es el rubro más estigmatizado y controvertido de toda la 
gama de programas y servicios sociales gubernamentales en los Estados 
Unidos. Los debates y discusiones en torno al welfare y la necesidad para la 
welfare reform (modificaciones al sistema de welfare) han sido muy intensos 
a lo largo de más de tres décadas. Se han hecho varias enmiendas a las provisiones 
sobre welfare de la Social Security Act de 1935, sin embargo, todas ellas han 
dejado más o menos intactos los mecanismos y la estructura básica del tipo de 
asistencia directa establecida desde entonces. 
No obstante lo anterior, el perfil de los beneficiarios se ha modificado 
sustancialmente, debido, entre otras cosas, a cambios en la estructura familiar 
a lo largo del periodo de la posguerra, y este es uno de los hechos que ha 
provocado tanta controversia. Proporcionar ayuda a viudas con hijos peque-
ños era una "causa justa" que gozaba de aceptación social más o menos 
generalizada puesto que ellas tenían que cuidar a sus hijos y además se les 
consideraba poco preparadas para incorporarse a la fuerza laboral -de 
acuerdo con las características prevalecientes en el mercado laboral antes y en 
los años inmediatos después de la guerra- a pesar del gran número de mujeres 
que había desempeñado todo tipo de trabajos durante la guerra. Pero ayudar 
a madres solteras o mujeres divorciadas o "abandonadas" era, y es todavía, en 
la cultura popular estadounidense, otra cosa. 
La legislación de 1935 es muy clara en sus intenciones al respecto. 
Su propósito era obligar a los gobiernos estatales a cumplir -cada uno a su 
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manera- con la función de ayudar a las personas más afectadas por las 
vicisitudes económicas de aquella época. El supuesto subyacente era que, a 
mediano plazo, con la maduración de seguros gubernamentales y la genera-
lización de los seguros privados se acabaría con la necesidad de la asistencia 
pública directa. La "gran depresión" había enseñado que el gobierno federal 
tendría que asegurar cierta estabilidad económica para las familias de 
los trabajadores para protegerles de los vaivenes de la actividad económica. 
Pero proveer a las necesidades de los económicamente marginados o "indi-
gentes" era asunto aparte. De acuerdo con la "sabiduría convencional" la 
"caridad" debería de ejercerse a nivel local o estatal y, en el mejor de los casos, 
por instituciones filantrópicas privadas. 
Esta concepción está reflejada tanto en los montos del gasto federal absor-
bidos por el rubro del welfare como en la renuencia por parte del gobierno a 
establecer un nivel mínimo nacional para estas asignaciones. Por consiguien-
te, después de 1939, la erogación del gobierno federal para la asistencia 
pública demuestra una disminución irreversible durante muchos años. De 
1942 en adelante representa menos del 1 por ciento del presupuesto federal, 
cifra que no se supera otra vez hasta 1967. 
Al iniciarse la década de los sesenta, las cifras oficiales -que, como señalan 
muchos autores que escriben sobre el tema, subestiman significativamente el 
fenómeno- indicaban que había alrededor de 40 millones de personas extre-
madamente pobres en los Estados Unidos, es decir más del 20 por ciento de 
la población. Este "descubrimiento" de la persistencia de la pobreza, aún 
después de más de diez años de expansión económica con solamente dos leves 
y cortas recesiones, así como la literatura de denuncia que surgió en torno al 
problema (tal vez el libro más conocido y leído al respecto es The Other America 
de Michael Harrington) y el clima político que prevalecía en general en aquel 
entonces, crearon las condiciones para que el gobierno federal tomara algunas 
iniciativas nuevas en el área de la asistencia pública. Muchas d_e éstas fueron 
encaminadas al objetivo de ayudar a los pobres -y más concretamente a los 
receptores de ayuda gubernamental directa- para "hacer cambios cualitativos 
en su vida", por medio de programas diseñados para ayudarles a tener un 
mejor desempeño en las instituciones educativas y más éxito en el mercado laboral. 
Varias provisiones de la Social Security Act de 1935 concernientes a la 
asistencia pública, fueron enmendadas durante la década de los sesenta; 
diversos organismos gubernamentales fueron creados para proporcionar servi-
cios diseñados para "rehabilitar" a los pobres y ayudarles a llegar a ser 
económicamente autosuficientes. En los años siguientes, el gasto federal para 
la asistencia pública aumentó sustancialmente su participación en el presu-
puesto gubernamental, alcanzando el 7.7 por ciento de éste en 1981 frente al 
1.2 por ciento que representaba en 1967. Sin embargo, este incremento fue 
provocado sólo parcialmente por los nuevos programas ya mencionados. La 
mayor parte de los fondos seguían asignados a las formas tradicionales de 
asistencia pública y una parte creciente fue absorbida por el pago de gastos 
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médicos bajo el programa de Medicaid iniciado en 1965, para pe:rsonas de 
ingresos muy bajos. 
De hecho, el conjunto de nuevos programas comprendidos bajo la llamada 
"guerra contra la pobreza", anunciada por el presidente Johnson en un elo-
cuente discurso ante una sesión conjunta del Congreso a principios de enero 
de 1964, nunca llegaron a tener un peso muy importante en los montos 
asignados al gasto social. En aquel entonces, Johnson hablaba de una lucha 
que no sería "ni fácil, ni corta". Afirmaba que el país más rico del mundo 
podía pagar el precio de ganar esa guerra pero que no podría aguantar el 
costo de perderla. No obstante lo anterior, la asignación de fondos para los 
nuevos programas alcanzó apenas el 3.93 por ciento del gasto social federal en 
1966 que a su vez representaba sólo el 1.33 por ciento del gasto federal total 
para el mismo año. De ahí en adelante disminuyó proporcionalmente respecto 
a ambos porque, entre otras cosas, se interpusieron las exigencias económicas 
de la guerra en Vietnam. 
Además, es importante señalar que la Economic Opportunity Act (EOA) de 
1984, esto es, la legislación que fue la piedra angular de la "guerra contra la 
pobreza" de Johnson, dejó intacta la estructura existente del welfare y sólo 
añadió un programa de capacitación para jefes de familia desocupados que 
reciben asistencia pública. La orientación principal del tan anunciado proyec-
to fue la creación de programas educativos y de capacitación para personas 
de escasos recursos pero sin un esfuerzo correspondiente encaminado hacia 
la creación de empleos y la elevación de los niveles de ingreso de los trabaja-
dores marginales. Más bien, la EOA creó algunos miles de puestos burocráti-
cos bien remunerados y, sobre todo, muchas expectativas. 
No obstante los escasos recursos asignados a los nuevos programas, se dio un 
crecimiento desmedido de las expectativas en cuanto a las posibilidades de 
estas medidas para disminuir la pobreza y permitir, a futuro, una reducción en el 
gasto para la asistencia pública. De hecho, el número de personas con 
ing.esos por debajo de la medida oficial de la pobreza disminuyó significati-
vamente entre 1960 y 1973 de 39.9 millones de personas a 23.0 millones que 
representaban, respectivamente, el 22.2 y el 11.1 por ciento de la población 
total. Pero las tendencias recesivas que empezaron a manifestarse ya en la 
primera mitad de los setenta y el nuevo fenómeno de la "estanflación" reper-
cutieron marcadamente sobre los eslabones más débiles de la economía y se 
volvió a aumentar la incidencia de la pobreza en Estados Unidos. 
El crecimiento de las erogaciones federales para la asistencia pública desde 
finales de los sesenta, aun cuando éstas nunca rebasaron el 30 por ciento del 
monto absorbido por el sistema del social security, aparejado con el incremento 
de la pobreza "medible" a partir de 1973, provocaron, otra vez, a finales de los 
setenta -en medio de un clima de preocupación creciente por los déficit 
fiscales del gobierno federal, a su vez crecientes- un cuestionamiento acerca 
de la eficacia de la asistencia pública. 
La caracterización del gobierno federal como parte del problema más que 
de la solución, hecha por Ronald Reagan al asumir la presidencia de Estados 
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Unidos en enero de 1981 y de hecho a lo largo de su campaña, "tocó una fibra 
sensible en el pueblo". Este hecho "le permitió abolir varios programas sociales 
del gobierno federal y reorientar a otros".2 No obstante el gran peso que 
tiene en el presupuesto el social security-representa aproximadamente 20 por 
ciento del gasto total y 60 por ciento del gasto social del gobierno federal- éste 
no fue uno de los blancos principales de los recortes realizados bajo la 
administración Reagan. 
Según cálculos hechos por D. Lee Bawden y John L. Palmer en su análisis 
de la política social de Reagan3 el gasto para social security en el año fiscal de 
1985 resultó ser 4.6 por ciento menor de lo que hubiera sido en ese año 
de haberse continuado con la política anteriormente vigente. Las propuestas 
reaganianas hubieran significado una disminución del 10.4 por ciento pero el 
Congreso no accedió a todos los recortes solicitados por el presidente. La 
erogación federal para el seguro de desempleo se vio disminuida en un 17.4 
por ciento, respecto al nivel que hubiera alcanzado bajo los lineamientos 
anteriores, en vez del recorte del 19.1 por ciento solicitado. En el caso del 
welfare la propuesta presidencial hubiera significado una disminución del 28.6 
por ciento, con respecto a la cifra proyectada, y se llevó a una disminución 
del 14.3 por ciento. 
Lo más interesante del caso, como lo señalan varios autores,4 es que los 
principales beneficiarios del social security son las capas medias de la escala de 
ingresos y no los sectores más necesitados. En base a diversas estimaciones se 
puede afirmar que más de la mitad de los pagos por concepto de social 
security está destinado a personas que estadísticamente no son pobres y no 
lo serían aún prescindiendo de esta pensión.5 Esto sucede porque los 
beneficios recibidos no se determinan en función de la necesidad de 
los beneficiarios sino en base a un promedio de sus aportaciones a lo largo 
de su vida laboral. De esta manera, quienes más aportan, porque tuvieron 
empleos más regulares y mejor remunerados, reciben más. 
A fin de cuentas, los lineamientos y el funcionamiento del social security y 
aún los del welfare no fueron alterados por la política reaganiana. Sin embargo, 
otros programas orientados hacia los grupos más necesitados de la población 
fueron transferidos a los gobiernos estatales y locales -sin una transferencia 
correspondiente de fondos para financiarlos- o simplemente eliminados. 
Dichos programas al igual que sus beneficiarios siempre habían sido margi-
nales para el presupuesto federal, por consiguiente su recorte, transferencia o 
eliminación se debe a una racionalidad más política que económica. 
Ronald Reagan llegó a la Casa Blanca con el compromiso, entre otros, de 
disminuir el gasto gubernamental "excesivo" y de éste uno de los componentes 
2 BA WDEN, D. leey John L. Palmer, "Social Policy: Olallenging the WelfareState", enJohn L. Palmer 
e Isabel V. Sawhill, editores, The Reagan Record, Toe Urban Institute, Washington, D.C., 1984, p. 178. 
3 Ibíd., pp.184-187. 
4 Ver por ejemplo Bawden y Palmer, op._cit., p. 187; Harrel R. Rodgers Jr., Pa1>erty Amid Plenty, 
Adison-Weslely Publishing Company, Reading, Massachusetts, 1979, p. 113; Kirsten Gronbjerg, David 
Streel y Gerald Suttles, Pauerty and Social Oumge, Toe University of Chicago Press, Chicago, 1978, p. 52. 
5 RODGERS, op. cit., p. 113. 
DETERIORO DEL FST ADO BENEFACTOR EN ESTADOS UNIDOS 133 
más señalados fue el gasto social "infructífero". Reagan no pudo ejercer 
todos los recortes que deseaba debido a cierto grado de oposición en el 
Congreso. Este hecho, aunado a su empeño en aumentar el gasto bélico y otros 
elementos de su política fiscal orientados a estimular la economía y a contra-
rrestar la inflación, dieron como resultado final de su mandato un gasto 
gubernamental mayor en vez de menor que cuando asumió la presidencia 
ocho años antes. También dejó como legado un enorme déficit fiscal y un gran 
desequilibrio comercial. 
En el ámbito del gasto social los rubros más castigados por los recortes 
reaganianos eran algunos programas orientados precisamente a los sec-
tores más necesitados de la población -los Means Tested Programs (programas 
cuyos beneficiarios lo son en base a criterios de necesidad comprobada)-
mientras que los "seguros gubernamentales", básicamente el seguro de jubi-
lación y el seguro médico para los jubilados -cuyos beneficiarios son todos 
aquellos que hayan trabajado por un determinado número de años y 
sus dependientes-y que de hecho constituyen la mayor parte del gasto social 
del gobierno federal, no fueron afectados significativamente. 
En otras palabras, los más perjudicados por los recortes fueron los grupos 
más marginados y depauperados de la población. El saldo del periodo de 
crecimiento económico más largo que haya experimentado Estados Unidos en 
tiempos de paz, en la segunda posguerra, es más pobreza, para los pobres 
claro está, y una mayor desigualdad en la distribución del ingreso. En 1987 
(último año del que disponemos de información) había oficialmente 32.5 
millones de pobres, es decir el 13.5 por ciento de la población. De 1979 a 1987 
el ingreso medio por familia del 20 por ciento más pobre de la población 
disminuyó en un 6.1 por ciento, a la vez c¡ue el del 20 por ciento con mayores 
ingresos aumentó en un 11.1 por ciento. Estas cifras desmienten el alegato 
de muchos economistas, congresistas y otros quienes afirman incansablemente 
que la mejor medida, la más eficiente y la más eficaz para combatir la pobreza, 
es el crecimiento económico sostenido. 
Haciendo un balance de la última década, se dio un aumento marcado en 
los índices de pobreza en los Estados Unidos acompañado por una mayor 
desigualdad en la distribución general del ingreso. En el mismo lapso, se 
puede observar un crecimiento acelerado de la población de origen hispano. 
Pero la pobreza entre los hispanos es más que proporcional a sus crecientes 
números, con una incidencia -que no obstante ser algunos puntos porcentua-
les por abajo de la población negra- es más del doble que la de la población 
total y casi tres veces mayor que la de los blancos. 
La ineficacia de los programas actuales de asistencia pública para combatir 
la pobreza en los Estados Unidos es un hecho reconocido tanto por los 
promotores como por los detractores de dichos programas, aunque hay una 
clara divergencia en cuanto a las explicaciones de este fenómeno. Los defensores 
6Committee on Ways and Means, U.S. House of Representatives, Background Material and Data 
on Progmms within the Jurisdiction of t/1e Committee 011 Ways and Means, U.S. Govemment Printing 
Office, Washington, D.C., 15 de marzo de 1989, p. 986. 
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de dicha política destacan la insuficiencia de las medidas existentes para 
resolver los problemas de la marginación económica y social en los Estados 
Unidos. Los críticos afirman, al estilo de la ley de Say, que la existencia de la 
asistencia pública provoca el incremento del número de personas indigentes 
y estimula su permanencia como tales. 
Resulta evidente, al analizar el sistema de seguridad social en los Estados 
Unidos, que éste está diseñado para premiar y proteger a quienes hayan 
tenido una participación regular y prolongada en la fuerza laboral acti-
va. Pero de ninguna manera está orientado para resolver los problemas de 
quienes por diversos motivos se encuentran marginados por el funciona-
miento del mercado laboral, o aun cuando estén plenamente incorporados 
a él no ganan lo suficiente para mantener a sus familias. De hecho, la pobreza 
entre unidades familiares en las que alguien tuvo empleo durante más del 
75 por ciento del año se incrementó durante la década de los ochenta.7 
Pero tal vez el fenómeno más característico de los últimos lustros es lo que 
los estudiosos del tema llaman la "feminización de la pobreza". Hay un 
número creciente de unidades familiares encabezadas por mujeres en todos 
los estratos de la población y, al mismo tiempo, ha habido un aumento 
desproporcionado de la pobreza entre familias encabezadas por mujeres, 
incluyendo a muchas que sí tienen empleo remunerativo durante la mayor 
parte o todo el año. Un corolario de este proceso es el gran aumento en el 
número de niños menores de 18 años que viven en familias pobres. La 
incidencia de pobreza es mayor para los niños que para el resto de la población 
y también se observa aquí un marcado sesgo étnico y racial, con un índice 
de pobreza de más del 45 por ciento para los niños negros y casi 40 eor ciento 
para los niños hispanos frente a 16 por ciento en el caso de blancos.8 
Indudablemente la política de gasto social puesta en marcha en los años 
ochenta acentuó aún más una tendencia que empezó a manifestarse desde la 
década anterior. Mientras que la tasa de pobreza disminuyó significativamen-
te para las personas de edad avanzada ( del 28.5 por ciento en 1966 al 12.2 por 
ciento en 1987)-en parte por los efectos positivos del social security- la pobreza 
entre los niños, después de ser reducida a menos del 15 por ciento en 1972 y 
1973, aumentó brutalmente hasta alcanzar el 20.6 por ciento en 1978.9 Esto se 
debe a que sus familias -en buena medida encabezadas por madres solteras 
o abandom;das- aún cuando sean a veces las más necesitadas, han sido 
las menos beneficiadas por la estructura y orientación del gasto social guber-
namental. ¿ Qué puede esperar Estados Unidos de los adultos, en qué se 
convertirán mañana los 13 millones de niños que hoy han sido relegados a la 
pobreza y la desesperanza en lo que es todavía el país más rico del mundo? 
Por otra parte, hay muchos estudios recientes que sugieren que la inciden-
cia de pobreza entre los hispanos en Estados Unidos y en los estados del 
Suroeste, los de origen mexicano en particular, está creciendo más rápidamente 
7 Ibíd., p. 950 
8 Ibíd., p. 945 
9 Ibíd., pp. 944-945. 
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que para cualquier otro sector de la población y más que proporcional-
mente respecto al rápido crecimiento de la misma población hispana. Esto 
significa que, de continuarse las tendencias actuales, habrá a finales de la 
década de los noventa más hispanos con respecto a la población total y 
muchos más hispanos pobres. 
La persistencia de la pobreza en el país más rico del mundo y su agudiza-
ción durante la última década es un hecho a todas luces preocupante que 
adquiere aún mayor importancia dada la coyuntura económica actual en la 
que los Estados Unidos parecen enfrentarse ineludiblemente a una recesión. 
En épocas recesivas se agudizan todavía más las penurias de los pobres. 
Durante la recesión de 1981-82, el aumento del desempleo y del nivel general 
de precios fue acompañado por restricciones y recortes en varios rubros del gasto 
social gubernamental que beneficiaban directamente a los sectores más 
necesitados de la población. Uno de los saldos del crecimiento económico 
de los ochenta es el inusitado aumento en el número de personas sin hogar 
(las estimaciones de sus números van de 300 mil a 3 millones) que literalmente 
habitan las calles de las grandes ciudades. 
La responsabilidad de muchos programas sociales fue trasladada por el 
gobierno federal a las instancias estatales y locales pero sin proporcionarles 
mecanismos adecuados para su financiamiento. El sistema de educación 
pública que, a diferencia de la asistencia pública, siempre había sido defendi-
do a nivel ideológico y político corno una institución social fundamental en los 
Estados Unidos, también está sufriendo las consecuencias de un estrangula-
miento fiscal. Ciudades grandes y pequeñas sufren las plagas de criminalidad, 
drogadicción y legiones de personas sin hogar. 
Lance Morrow, en un artículo reciente en la revista Time, opina que la 
realidad económica y política actual no ofrece ninguna esperanza de que los 
problemas sociales de Estados Unidos -las personas sin hogar, la insalubridad 
entre varios segmentos de la población, el crimen, las drogas, la pérdida de 
competitividad industrial, etc.- sean vencidos en un futuro próximo. 
Además, considera que ni siquiera serán atacados severamente, por lo 
menos no por parte del gobierno. Existen los recursos, afirma Morrow, 
pero no la voluntad política.10 
Ningún análisis de la política económica estadounidense, ninguna evalua-
ción del comportamiento macroeconórnico de aquel país, pueden ser comple-
tos si no torna en consideración esta problemática. No es posible sacar 
conclusiones acerca de la declinación o no de Estados Unidos solamente en 
base a su fortaleza económica frente a los otros países industrializados. 
La supremacía militar, recientemente demostrada en el Golfo Pérsico, y la 
supremacía económica, cada vez más desafiada por el avance de los rivales, 
no podrán sostener durante mucho tiempo el predominio hegemónico de un 
país que se deteriora desde adentro y que no es capaz de proporcionar a 
sus propios ciudadanos un nivel de vida cada vez mejor. 
to MORROW, Lance, "A Moment toSavor", Time, 18 de marzo, 1991, p. 25. 
